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1. Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de Aguas y Ríos de Aragón (BOA, núm. 241, 

de 10 de diciembre de 2014; BOE, núm. 8, de 9 de enero de 2015) 

La Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de Aguas y Ríos de Aragón, regula el ejercicio de 

las competencias de la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de aguas 

continentales, atribuidas por los artículos 19, 72, 71.21.ª y 22.ª y 75.3.º y por la 

disposición adicional quinta del Estatuto de Autonomía de Aragón. La finalidad 

primordial de la regulación contenida en la norma es lograr la protección y el uso 

sostenible del agua, y el desarrollo económico y la cohesión social de los aragoneses. La 

regulación de la reserva hídrica de Aragón se conecta estrechamente con la normativa 

sectorial que regula las competencias exclusivas de esta comunidad autónoma en 

materia de espacios naturales protegidos, con las normas adicionales de la legislación 

básica sobre protección del medio ambiente y el paisaje, y con la competencia 

compartida en materia de medio ambiente, que, en todo caso, incluye la regulación del 

sistema de intervención administrativa de los planes, programas, proyectos, 

instalaciones y actividades susceptibles de afectar al medio ambiente, la regulación de 

los recursos naturales, la flora y fauna y la biodiversidad, la prevención y corrección de 

la generación de los residuos y de la contaminación atmosférica, del suelo y del 

subsuelo, y el abastecimiento, saneamiento y depuración de las aguas, regadíos y otros 

usos. 

La Comunidad Autónoma de Aragón, conforme al Estatuto de Autonomía de Aragón y 

la Constitución Española, tiene competencias sobre la gestión de los aprovechamientos 

hidráulicos de interés de la Comunidad Autónoma, que deben concretarse en la reserva 

hídrica para uso exclusivo de los aragoneses. Ello supone que la Comunidad Autónoma 

de Aragón tendrá competencias en la tramitación y, en su caso, resolución —sin 

perjuicio de las competencias de la Administración general del Estado— de las 

concesiones de aguas, cesiones de uso, autorización y control de vertidos, obras 

hidráulicas, gestión de embalses, en materia de policía de aguas y cauces, y podrá 

ejercer todas las las facultades inherentes a la gestión y aprovechamiento de la reserva 

hídrica para Aragón. Todo ello a través de la coordinación con la Administración 
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general del Estado, mediante convenio o encomienda, y la concertación cuando 

corresponda con el resto de comunidades autónomas en todo lo relativo a garantizar la 

efectividad del principio de unidad de cuenca. 

El modelo de gestión que se propone es coherente con la legislación estatal de aguas, ya 

que a los organismos de cuenca les corresponde la administración y el control de los 

aprovechamientos de interés general o que afecten a más de una comunidad autónoma, 

lo que excluye la gestión de la reserva hídrica de Aragón, que es de interés exclusivo de 

los aragoneses y no afecta a otras comunidades autónomas. Según lo expuesto, la 

gestión de las aguas y los ríos de Aragón debe corresponder, en situación de 

preponderancia, a la Comunidad Autónoma, desde el ejercicio de las competencias 

ejecutivas, coordinado con las de planificación estatal y la participación autonómica en 

las demarcaciones hidrográficas, con respeto al principio de unidad de cuenca. 

La Ley pretende impulsar una política de aguas que contribuya a la mejora de la calidad 

de las aguas y los ecosistemas relacionados con esta, a garantizar su acceso a la 

población en condiciones de calidad y a reducir, en la medida de lo posible, las 

diferencias de desarrollo existentes en Aragón como consecuencia de las distintas 

posibilidades de acceso al agua y de las diferentes condiciones de los ricos y diversos 

ecosistemas aragoneses. Todo ello teniendo en cuenta la importancia del sector agrario 

en Aragón, junto con otras actividades socioeconómicas vinculadas con el agua. 

La Ley es un texto normativo de desarrollo en materia de derecho de aguas que tiene en 

cuenta la existencia de una ley estatal de carácter básico en la materia (Real Decreto 

Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 

Aguas). Se trata de un texto completo que no reproduce las normas estatales, en especial 

en las cuestiones generales relativas a la propiedad, servidumbres o concesiones y 

régimen de vertidos, dado el reparto competencial existente en materia de aguas entre la 

Administración general del Estado y las comunidades autónomas. 

Tras las disposiciones generales, agrupadas en el título preliminar —donde se incluye la 

creación del Registro de Aguas de Aragón y el Registro de Seguridad de Presas, 

Embalses y Balsas de Aragón—, el título I regula los derechos y las obligaciones de los 

aragoneses y de los usuarios en relación con el agua. En él se desarrollan los derechos a 

los que se refiere el artículo 19 del Estatuto de Autonomía de Aragón, y se recogen, 

entre otros, el derecho de los aragoneses a “disponer del abastecimiento de agua” (art. 9 

de la Ley 10/2014); el derecho y deber a “la conservación y mejora de los recursos 
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hidrológicos” (art. 10); el derecho a “evitar transferencias de aguas”, que supone que se 

podrá “exigir a los poderes públicos la oposición a las transferencias de aguas de las 

cuencas hidrográficas de las que forma parte la Comunidad Autónoma de Aragón que 

afecten a intereses de sostenibilidad, atendiendo a los derechos de las generaciones de 

aragoneses presentes y futuras” (art. 11); y el derecho a “una política autonómica de 

gestión del agua” (art. 12). Junto con el catálogo de derechos, el artículo 14 de la Ley 

10/2014 recoge una serie de obligaciones de los aragoneses como usuarios del agua. 

Los títulos II y III contienen la organización hidráulica aragonesa, que reside en el 

Instituto Aragonés del Agua, cuya organización y estructura mínima regulan—

recuérdese que el Instituto Aragonés del Agua es una entidad de derecho público creada 

por la Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del 

Agua en Aragón, ley que se derogó expresamente en la disposición derogatoria única de 

la Ley 10/2014—. En el título IV se contemplan las competencias de los municipios y 

comarcas en relación con el ciclo integral del agua. En el título V se crea una comisión 

de autoridades competentes de Aragón, formada por las administraciones públicas con 

competencias en materia de aguas en el territorio. 

El título VI se enmarca en el modelo de gobernanza del agua, cuyos objetivos vienen 

recogidos en la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 

octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el 

ámbito de la política de aguas, relativo, entre otros aspectos, a la participación pública 

en la toma de decisiones, que queda plasmada a través de la centralidad de la Comisión 

del Agua de Aragón, y al acceso de todos los interesados a la información sobre el 

medio hídrico, otorgando a esta información la consideración de ambiental a los efectos 

establecidos en la normativa comunitaria. 

Siguiendo con el modelo de gobernanza del agua mencionado en el párrafo anterior, en 

el título VII se regulan los instrumentos de planificación, destacando las Bases de la 

Política del Agua en Aragón, y la participación en la planificación hidrológica estatal, 

además de la planificación sobre abastecimiento, saneamiento y depuración, regadíos, 

usos industriales e hidráulicos, que gestionará la Comunidad Autónoma teniendo 

presente la regulación estatal. En el título VIII se regulan las infraestructuras 

hidráulicas, con especial atención a las obras de interés de la Comunidad Autónoma y 

su régimen, así como las infraestructuras de abastecimiento y depuración. 
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En el título IX se agrupan los artículos dedicados al dominio público hidráulico que 

gestionará la Comunidad Autónoma, teniendo presente la regulación estatal. En el título 

X se prevén los instrumentos de prevención de los riesgos de inundación y las 

situaciones de alerta ante la sequía. El régimen económico-financiero recogido en el 

título XI está constituido por el impuesto sobre la contaminación de las aguas y los 

cánones de utilización de bienes del dominio público hidráulico, de control de vertidos 

y de regulación, así como por la tarifa por utilización del agua, establecidos en la Ley 

estatal de Aguas, cuando la Administración autonómica sea la Administración 

competente o medie encomienda o convenio, dado que tales impuestos tienen por objeto 

la recuperación de los costes de los servicios relacionados con la gestión de las aguas. 

Desde la perspectiva de la financiación, se crea un impuesto autonómico, ecológico y 

solidario, denominado Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas, que grava la 

producción de aguas residuales que se manifiesta a través del consumo de agua, real o 

estimado, cualquiera que sea su procedencia y uso, o del propio vertido de estas. Este 

impuesto, vigente ya en varias comunidades autónomas, viene a sustituir en Aragón al 

hasta ahora vigente Canon de Saneamiento. Mediante este impuesto, los usuarios 

contribuyen a los costes de los servicios del ciclo del agua, especialmente a los gastos 

de inversión y de explotación de los sistemas de saneamiento y depuración, y se busca 

incentivar el ahorro de agua e incluir factores de criterio social en su facturación. Se 

atribuye al Instituto Aragonés del Agua la función de recaudación de las tasas por 

utilización del dominio público hidráulico establecidas en la Ley estatal de Aguas, 

cuando sea la Comunidad Autónoma la Administración pública hidráulica competente o 

medie convenio o encomienda. 

Por último, en el título XII se regula el régimen sancionador en la materia. De la parte 

dispositiva de la Ley es oportuno destacar la regulación del informe preceptivo sobre 

obras hidráulicas estatales y transferencias de aguas que afecten a los intereses de 

Aragón (DA 1.ª), así como lo relativo al traspaso de funciones y servicios por parte de la 

Administración general del Estado a la Comunidad Autónoma para la aplicación de las 

disposiciones de esta ley, especialmente para la gestión de la reserva de agua de uso 

exclusivo de los aragoneses, recogida en el Estatuto de Autonomía, la legislación 

vigente y la planificación hidrológica (DT 1.ª). Asimismo, en atención a la contribución 

realizada por el Ayuntamiento de Zaragoza a la aplicación del principio de prevención 

de la contaminación de las aguas mediante la construcción de las infraestructuras de 
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saneamiento y depuración en su término municipal, la parte dispositiva reconoce el 

esfuerzo inversor realizado, que será compensado por la diferencia entre el tipo general 

del impuesto sobre la contaminación de las aguas aplicable y las tasas de saneamiento y 

depuración aplicables en el municipio (DA 7.ª). 

 

2. Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y Protección Ambiental de 

Aragón (BOA, núm. 241, de 10 de diciembre de 2014; BOE, núm. 8, de 9 de enero 

de 2015) 

La Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y Protección Ambiental de Aragón, 

nace para dar respuesta a los muchos avances normativos producidos en materia 

ambiental en el ámbito comunitario, estatal y autonómico desde la aprobación de la Ley 

7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón, que queda así derogada por 

la Ley 11/2014.  

Por una parte, la nueva norma tiene en cuenta, pues, entre otras, las cabales novedades 

que suponen la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 

diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior; la Directiva 

2010/75/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, sobre 

las emisiones industriales; y la Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 13 de diciembre, relativa a la evaluación de las repercusiones de 

determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. Por otra, y en 

relación con la normativa estatal, tiene en cuenta, entre otras, la Ley 5/2013, de 11 de 

junio, por la que se modifican la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 

Integrados de la Contaminación y la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos 

Contaminados; la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental; el Real 

Decreto 815/2013, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de emisiones 

industriales y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio; y, por último y en relación 

con la normativa aragonesa, la Ley 10/2013, de 19 de diciembre, del Instituto Aragonés 

de Gestión Ambiental; el Decreto 74/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, 

por el que se modifican los anexos de la Ley 7/2006, de 22 de junio; y el Decreto 

133/2013, de 23 de julio, del Gobierno de Aragón, de simplificación y adaptación a la 

normativa vigente de procedimientos administrativos en materia de medio ambiente. 



L. Salamero  RCDA Vol. VI Núm. 1 (2015) 

 6 

En la conocida Directiva de Servicios —transpuesta mediante la Ley 17/2009, de 23 de 

noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y la Ley 

25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la 

Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (y la consiguiente 

reforma de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como de la 

Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y de la Ley 

11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios 

Públicos, entre otras)— y en la Directiva 2010/75/UE, sobre emisiones industriales, es 

donde se encuentran las bases de la nueva regulación de los instrumentos de 

intervención administrativa ambiental regulados en la presente ley. 

La Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, establece las condiciones en que cabe 

supeditar el acceso y el ejercicio de una actividad de servicios a autorización, exigiendo, 

entre dichas condiciones, que el régimen de autorización esté justificado por una razón 

imperiosa de interés general y que el objetivo perseguido no pueda conseguirse 

mediante una medida menos restrictiva, en concreto porque un control a posteriori se 

produciría demasiado tarde para ser realmente eficaz. Únicamente podrán mantenerse 

regímenes de autorización previa cuando no sean discriminatorios, estén justificados en 

una razón imperiosa de interés general y sean proporcionados. En particular, se 

considerará que no está justificada una autorización cuando sea suficiente una 

comunicación o una declaración responsable del prestador, para facilitar, si es necesario, 

el control de la actividad. La protección del medio ambiente, conforme a la 

interpretación de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, 

constituye una de las razones imperiosas de interés general que justifican la necesidad 

de mantener autorización administrativa previa para las instalaciones con incidencia 

medioambiental significativa y la excepción del silencio administrativo positivo en los 

procedimientos de su otorgamiento. 

En relación con la simplificación de los procedimientos, y de acuerdo con el mandato de 

la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, la presente ley adapta los instrumentos de 

intervención ambiental actuales a los nuevos requerimientos legales, limitando la 

autorización previa a los supuestos de actividades con una elevada o media incidencia 

ambiental, que, por motivos de protección ambiental y, por ende, de interés público, se 
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someten a autorización ambiental integrada o a licencia ambiental, incluyendo el 

régimen de declaración responsable de esta última. 

Asimismo, de entre las normas citadas, cabe destacar por su importancia las dos normas 

básicas de reciente aprobación en materia de prevención y control integrados de la 

contaminación (Ley 5/2013, de 11 de junio, y Real Decreto 815/2013, de 18 de 

octubre), así como la reciente Ley 21/2013, de 9 de diciembre, reguladora de la 

evaluación ambiental de planes, programas y proyectos (fruto de la transposición de la 

citada Directiva 2011/92/UE), que establece, en su disposición final undécima, el plazo 

de un año desde su entrada en vigor para que las comunidades autónomas con 

legislación propia en materia de evaluación ambiental adapten dicha legislación a lo 

dispuesto en la citada Ley estatal. Así, la presente ley supone también la completa 

adaptación de la legislación aragonesa al marco normativo básico del Estado español 

tanto en materia de prevención y control integrados de la contaminación como en lo que 

se refiere a la evaluación ambiental de planes, programas y proyectos. Asimismo, 

supone una reducción de cargas administrativas para los promotores y ciudadanos, ya 

que los plazos de tramitación de los procedimientos administrativos de evaluación 

ambiental se reducen respecto a los plazos otorgados al respecto en la legislación 

estatal. Los instrumentos de intervención contenidos en la Ley son respetuosos con los 

principios que deben garantizar la unidad de mercado, el libre establecimiento y la libre 

circulación, manteniéndose solamente aquellos que resultan necesarios y 

proporcionados, así como justificados por una correcta protección del medio ambiente, 

siendo conformes, además, con los previstos en la normativa básica, todo ello, por tanto, 

de acuerdo con la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. 

La Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre, 

relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y 

privados sobre el medio ambiente, obliga a los Estados miembros a adoptar las medidas 

necesarias para que, antes de concederse la autorización, los proyectos que puedan tener 

efectos significativos en el medio ambiente, por su naturaleza, dimensiones o 

localización, se sometan al requisito de autorización de su desarrollo y a una evaluación 

con respecto a sus efectos. Asimismo, dispone que la evaluación de las repercusiones 

existentes sobre el medio ambiente podrá integrarse en los procedimientos existentes de 

autorización de los proyectos o, a falta de ello, en otros procedimientos o en los 

procedimientos que se establecerán para satisfacer los objetivos de la citada Directiva. 
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Esta previsión refuerza el modelo de integración de la evaluación de impacto ambiental 

en el procedimiento autorizatorio para el desarrollo de un proyecto que, a su vez, viene 

sometido a dicha evaluación. En este sentido, la presente ley, en la línea ya marcada por 

la Ley 7/2006, de 22 de junio, integra plenamente, en el procedimiento de otorgamiento 

de la autorización ambiental integrada, el procedimiento para la evaluación del impacto 

ambiental de los proyectos sujetos a dicho instrumento de intervención ambiental 

cuando dicha evaluación compete al órgano ambiental de la Comunidad Autónoma. 

Asimismo, permite que el promotor de una instalación sujeta a autorización ambiental 

integrada y, de forma previa y simultánea, a una evaluación de impacto ambiental 

simplificada pueda sustituir voluntariamente esta última por la evaluación de impacto 

ambiental ordinaria a fin de tramitar conjuntamente el procedimiento de autorización 

ambiental integrada con el de evaluación, integrándose este en aquel. 

La presente ley mantiene el esquema de integración de la evaluación ambiental de 

proyectos en el procedimiento de autorización ambiental integrada, reforzando el 

significado propio de la evaluación de impacto ambiental con fines aclaratorios y de 

precisión impugnatoria, en línea con la jurisprudencia sentada al respecto, que considera 

la declaración de impacto ambiental como un acto de trámite o no definitivo cuya 

funcionalidad es la de integrarse como parte de un procedimiento sustantivo para que 

sea tomado en consideración en el acto que le ponga fin, no susceptible, por tanto, de 

impugnación jurisdiccional autónoma, pudiendo recurrirse junto al acto definitivo de 

autorización o aprobación del proyecto, salvo que cause indefensión o impida la 

continuación del procedimiento. 

La integración de los aspectos ambientales en los proyectos mediante la incorporación 

de la evaluación de impacto ambiental en el procedimiento de autorización o aprobación 

de aquel por el órgano competente viene exigida también por la Ley 21/2013, de 9 de 

diciembre. En efecto, de acuerdo con la jurisprudencia consolidada al respecto durante 

los años de vigencia de la legislación ambiental, la normativa estatal básica establece 

inequívocamente las consecuencias jurídicas de la falta de pronunciamiento en los 

procedimientos ambientales, de modo que la falta de emisión de la declaración 

ambiental estratégica, del informe ambiental estratégico, de la declaración de impacto 

ambiental o del informe de impacto ambiental en los plazos legalmente establecidos no 

podrá entenderse en ningún caso que equivale a una evaluación ambiental favorable. 
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Los objetivos de reducción de trámites para el funcionamiento y la puesta en marcha de 

las actividades económicas, así como los de simplificación administrativa y reducción 

de cargas económicas, están presentes en el conjunto del sistema de intervención 

administrativa ambiental que regula esta ley, que elimina las trabas administrativas 

innecesarias de acuerdo con las obligaciones marcadas por la reciente normativa 

europea. Así, por una parte, se establece un sistema de intervención integral, 

atendiéndose a la mayor o a la menor incidencia ambiental de las actividades, en el que 

el enfoque medioambiental se refuerza con la integración de los dos principales sistemas 

de prevención y reducción en origen de la contaminación. Estos sistemas son la 

autorización ambiental integrada y la evaluación de impacto ambiental, y recaen sobre 

las actividades productivas que tienen un potencial de incidencia ambiental elevado.  

Por otra, la Ley acomete la revisión del régimen de intervención administrativa, que 

hasta ahora estaba contemplado en la Ley 7/2006, de 22 de junio, a fin de ajustarlo a los 

principios europeos de no discriminación, necesidad y proporcionalidad. 

Mediante la incorporación en el anexo IV de la presente ley de las actividades e 

instalaciones potencialmente más contaminantes, según lo establecido en la normativa 

básica, concretamente en la Ley 5/2013, de 11 de junio, y en el Real Decreto 815/2013, 

de 18 de octubre, se aplica el régimen de intervención administrativa ambiental más 

estricto y riguroso para este tipo de actividades. Por su parte, en el anexo V se 

relacionan todas las actividades que están exentas de la intervención administrativa 

ambiental en el régimen de licencia ambiental de actividades clasificadas. 

La licencia ambiental de actividades clasificadas se configura como un instrumento en 

el que se incluyen todas las actividades que, por su incidencia en el medio ambiente, 

han de someterse obligatoriamente a algún régimen de intervención preventiva 

ambiental de competencia municipal. Con carácter general, la Ley exime del trámite de 

calificación a las actividades sujetas a evaluación ambiental ordinaria, tal y como hacía 

la Ley 7/2006, de 22 de junio, y como novedad también excluye de dicho trámite a las 

actividades sujetas a evaluación ambiental simplificada, si bien en ambos casos, de 

acuerdo con el principio de autonomía local, se otorga a los ayuntamientos la 

posibilidad de solicitar el trámite de calificación de forma expresa y voluntaria. La 

participación de la Administración comarcal en relación con esta licencia se limita a la 

emisión de los pronunciamientos previos de carácter sectorial exigidos por la normativa 

vigente en materia de medio ambiente y de los informes preceptivos de acuerdo con la 
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presente ley o con el desarrollo reglamentario que se efectúe de esta o, en su caso, 

cuando el ayuntamiento lo solicite expresamente en actividades relacionadas en los 

anexos I y II de la presente ley. No obstante, esta participación de la Administración 

comarcal la realizará transitoriamente la Administración autonómica a través de las 

comisiones técnicas de calificación hasta que la propia Administración comarcal ejerza 

de forma efectiva dicha competencia de calificación de las actividades clasificadas 

como molestas, insalubres, nocivas y peligrosas. 

Antes del inicio de la actividad, la Ley exige un último requisito para las instalaciones 

sujetas a autorización ambiental integrada o a licencia ambiental de actividades 

clasificadas consistente en una licencia de inicio de actividad que incorpora la 

comprobación por parte del órgano municipal competente, todo ello sin perjuicio de que 

puedan iniciarse determinadas actividades mediante la presentación de una declaración 

responsable, así como la exención del trámite de licencia de inicio de actividad en 

determinados supuestos y la reducción a la mitad de los plazos de resolución respecto a 

los plazos que anteriormente establecía la Ley 7/2006, de 22 de junio. 

La Ley se estructura en un título preliminar, siete títulos y cinco anexos. 

El título preliminar está integrado por diez artículos que recogen las disposiciones 

generales de carácter directivo que explican el objeto, las finalidades, el ámbito de 

aplicación, las definiciones de los conceptos que se contemplan posteriormente a lo 

largo del articulado, los diferentes regímenes de intervención administrativa ambiental y 

los supuestos de cooperación interadministrativa, de fraccionamiento de proyectos, y la 

intervención de otros Estados o comunidades autónomas cuando un plan, programa o 

proyecto pueda tener efectos ambientales transfronterizos o entre comunidades 

autónomas. Finalmente, también se recogen los aspectos de información ambiental, 

participación pública y sostenibilidad social. 

El título primero, en relación con los anexos I, II y III, regula el régimen general de 

evaluación ambiental de planes, programas y proyectos, en coherencia con lo dispuesto 

en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. La determinación del órgano ambiental y del 

órgano sustantivo para la tramitación de estos procedimientos se ha realizado de 

acuerdo con la singularidad y organización de la Administración de la Comunidad 

Autónoma de Aragón, habida cuenta de la posibilidad otorgada al respecto por el 

artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. El indicado título se divide, a su vez, 

en tres capítulos, el primero de ellos dedicado a la evaluación ambiental estratégica de 
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planes y programas, tanto la ordinaria como la simplificada, incluyéndose los 

correspondientes trámites de consultas de carácter obligado. No obstante, para la 

evaluación ambiental de planes urbanísticos, se hace una remisión expresa a la 

normativa urbanística, si bien esta última se modifica y adapta a la terminología de la 

Ley 21/2013, de 9 de diciembre, mediante la disposición final primera de la presente 

ley. El capítulo II está dedicado a la evaluación ambiental de proyectos, tanto la 

ordinaria como la simplificada, incluyéndose la regulación del trámite de consultas, que 

tiene carácter potestativo, en la línea marcada por la legislación básica. El capítulo III 

regula en cuatro artículos las disposiciones comunes de todo el título de evaluación 

ambiental. 

El título segundo está integrado por cuatro artículos dedicados a la regulación de la 

evaluación ambiental en zonas ambientalmente sensibles. 

El título tercero, en relación con el anexo IV, está dedicado a la autorización ambiental 

integrada, que queda regulada en coherencia con la legislación básica estatal, y se 

estructura en cinco capítulos.  

El capítulo I regula las disposiciones comunes de este instrumento de intervención. El 

capítulo II establece el procedimiento de autorización ambiental integrada, las distintas 

fases de tramitación de dicha autorización, el contenido de la solicitud, las consultas, el 

contenido de la autorización y la integración con la evaluación de impacto ambiental 

ordinaria cuando corresponda y la simplificada, que pasará a ser ordinaria cuando lo 

solicite el promotor voluntariamente. El capítulo III está dedicado a los procedimientos 

de modificación y revisión de la autorización ambiental integrada, teniendo en cuenta, 

fundamentalmente, las novedades introducidas al respecto por la legislación estatal 

básica sobre la materia. El capítulo IV se compone de dos artículos sobre el cese y 

cierre de la instalación. El capítulo V se dedica a otras disposiciones sobre la 

autorización ambiental integrada, en concreto, la transmisión y la caducidad. 

El título cuarto, en relación con el anexo V, regula la licencia ambiental de actividades 

clasificadas. Se estructura en tres capítulos, el primero de ellos dedicado a las 

disposiciones generales de este instrumento de intervención, las actividades sujetas a 

licencia ambiental, la finalidad y el régimen de modificación sustancial de actividades y 

los supuestos de declaración responsable. El capítulo II está dedicado al procedimiento 

de otorgamiento de la licencia ambiental de actividades clasificadas, y detalla el órgano 

competente, los requisitos de la solicitud, el trámite de calificación, la resolución y el 
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contenido de la licencia. El capítulo III regula la modificación, transmisión y extinción 

de la licencia ambiental de actividades clasificadas. 

El título quinto está dedicado a la licencia de inicio de actividad, y regula la solicitud, 

los supuestos que quedan exentos de obtener la citada licencia, el acta de comprobación 

de las instalaciones, la resolución y las autorizaciones provisionales de suministros. 

El título sexto regula el régimen de inspección, seguimiento y control, y atribuye las 

competencias de inspección y control de las instalaciones y actividades sometidas a la 

presente ley. En concreto, para los proyectos sometidos a evaluación ambiental, las 

atribuye al órgano sustantivo, en la línea fijada por la legislación básica estatal, si bien 

el citado órgano sustantivo podrá requerir del órgano ambiental su participación en la 

interpretación de los condicionados de contenido ambiental.  

El título séptimo está dedicado al régimen sancionador en relación con todos los 

instrumentos de intervención ambiental regulados en la presente ley. De dicho régimen 

destaca la unificación de los importes de las sanciones con lo previsto en la normativa 

básica. 

En cuanto a los anexos, la presente ley incorpora cinco anexos (a diferencia de los siete 

que incorporaba la anterior). El anexo I recoge los proyectos sometidos a evaluación 

ambiental ordinaria regulada en el título II, capítulo II, y se unifica con la legislación 

básica, si bien, a la vista de la singularidad del territorio autonómico y de sus 

características, introduce en el apartado 3.9 algunas precisiones relativas a las 

instalaciones eólicas y el número de aerogeneradores. Asimismo, incorpora el apartado 

5.1.4, relativo a los pesticidas, habida cuenta de la problemática detectada en el 

territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón en relación con este tipo de 

instalaciones y productos, y, en consecuencia, se elimina del anexo II este tipo de 

instalaciones. El anexo II recoge los proyectos sometidos a evaluación ambiental 

simplificada regulada en el título II, capítulo II, y también está en línea con el mismo 

anexo de la legislación estatal básica, si bien se incorporan determinadas precisiones en 

relación con: en el apartado 1.2, el cambio de uso forestal; en el apartado 4.2, las líneas 

de alta tensión; en el apartado 7.8, las edificaciones aisladas; y en el apartado 9.8, la 

ampliación de las pistas de esquí, que mantiene el mismo régimen de intervención del 

Decreto 74/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón. El anexo III se dedica a los 

criterios para determinar la posible significación de las repercusiones sobre el medio 

ambiente de los planes, programas y proyectos. El anexo IV recoge las actividades 
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sometidas a autorización ambiental integrada regulada en el título III, reproduciendo el 

correspondiente anexo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 

Integrados de la Contaminación, en su nueva redacción dada por la Ley 5/2013, de 11 

de junio. El anexo V está dedicado a relacionar las actividades excluidas de licencia 

ambiental de actividades clasificadas que se regula en el título IV de la propia ley. 

 

3. Ley 1/2015, de 12 de marzo, de Caza de Aragón (BOA, núm. 58, de 25 de marzo 

de 2015; BOE, núm. 114, de 13 de mayo de 2015) 

La Ley 1/2015, de 12 de marzo, de Caza de Aragón, se dicta al amparo de la 

competencia exclusiva en materia de caza y protección de los ecosistemas en los que se 

desarrolla esta actividad que el Estatuto de Autonomía, reformado por la Ley Orgánica 

5/2007, reconoce y atribuye a la Comunidad aragonesa. El objeto de la Ley de 

referencia es corregir aquellas disfunciones que ha ocasionado en la práctica deportiva 

cinegética la anterior norma que regulaba la materia, la Ley 5/2002, que resulta, pues, 

derogada por la presente. 

La Ley 1/2015 tiene por objeto regular el ejercicio de la caza en Aragón en armonía con 

la gestión, protección, conservación, fomento y ordenado aprovechamiento de los 

recursos cinegéticos y del medio natural, procurando, a su vez, que la legislación 

ambiental sea más clara, precisa y eficaz, tratando de alcanzar una mayor seguridad 

jurídica. Esta ley busca regular aquellos aspectos relacionados con la práctica venatoria 

que se consideran esenciales sin dejar lugar a indeterminaciones. Al mismo tiempo, 

promueve, al igual que la anterior Ley de Caza de Aragón, el fomento de las costumbres 

de caza propias de Aragón, que constituyen un patrimonio cultural propio. Por ello, se 

fomentan modelos de caza que recojan estas tradiciones, tratando de evitar su pérdida, 

frente a otros ajenos a la tradición existente en Aragón. La nueva regulación se efectúa 

teniendo también en cuenta que un desarrollo armónico de la actividad cinegética puede 

constituir un recurso socioeconómico de gran importancia capaz de apoyar la actividad 

rural con la producción de rentas y puestos de trabajo generados por la propia actividad 

cinegética. Así, como recoge el artículo 1 de la norma, su objeto es “proteger, 

conservar, fomentar y aprovechar de forma ordenada sus recursos cinegéticos, 

garantizando su sostenibilidad y la compatibilidad con la conservación de otros recursos 

y usos del medio natural. De igual forma, también lo es el reconocimiento y el impulso 

de la vertiente socioeconómica de la caza”. La Ley de Caza de Aragón pretende también 
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simplificar determinados trámites administrativos en diversos procedimientos, eliminar 

los mecanismos de control que no han resultado eficaces y evitar demoras.  

Entre las novedades que aporta esta ley, cabe destacar que se especifica con mayor  

claridad que en la ley anterior a quién pertenecen los derechos cinegéticos, indicándose 

con rotundidad que pertenecen al dueño del terreno, tanto si este es cinegético como si 

no lo es (art. 5). Otra novedad a destacar es que las especies cinegéticas se determinarán 

en el plan de caza que se aprueba con carácter anual. Se especifica que, en los terrenos 

no cinegéticos, se prohíbe el ejercicio de la caza con “carácter general”, cambiando el 

término anterior que señalaba que la prohibición tenía “carácter permanente”, 

circunstancia esta que no se ajustaba a la realidad ya que siempre, mediante  

autorizaciones administrativas extraordinarias, se ha permitido la caza en zonas no 

cinegéticas en las que se estuvieran produciendo daños agrícolas (art. 10). 

Procede destacar también la modificación del actual sistema de gestión de las reservas 

de caza, consistente en la creación de un fondo de gestión de estas en el que se ingresará 

un porcentaje mínimo del importe generado por los aprovechamientos cinegéticos de las 

reservas de caza, afectándose dichos ingresos a la financiación de inversiones y 

actuaciones dentro de la propia reserva de caza que los haya producido. 

También ha de destacarse que en la nueva ley aparecen como gastos de gestión del coto 

los derivados de la defensa jurídica, los de pagos de indemnizaciones por daños y los 

costes de seguros que en la anterior regulación no estaban contemplados. Asimismo, la 

proliferación de las especies de caza mayor ha motivado la eliminación en la nueva ley 

de la diferencia entre cotos de caza mayor y menor, si bien se pagarán tasas distintas 

según sea su aprovechamiento de especies de caza mayor o menor. 

Otra novedad de la nueva ley es la exigencia de que los titulares de los cotos lleven un 

libro de registro de las batidas realizadas, lo que permitirá disponer de una información 

veraz y facilitar un mejor control de la actividad desarrollada en ellos  (art. 29). 

Por otro lado, el constante aumento de los daños agrícolas generados por algunas 

especies cinegéticas ha motivado la necesidad de incorporar la posibilidad de que, en las 

zonas no cinegéticas, el departamento competente en materia de caza pueda planificar y 

ejecutar, con carácter excepcional y cuando existan terceros perjudicados, actuaciones 

de control poblacional sobre las especies cinegéticas, pudiendo repercutir el coste de 

estas a los titulares de los terrenos (arts. 31 y 44). 
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Uno de los objetivos prioritarios de esta ley es su propósito de simplificar las cargas 

administrativas relacionadas con la práctica cinegética, con lo que se cumple el objetivo 

de simplificación de trámites y transparencia en las administraciones públicas. Para ello, 

se unifican las distintas clases de licencias de caza que aparecían en la ley anterior, 

creando una única licencia en Aragón (art. 32). Por otro lado, se prevé la posibilidad de 

establecer una licencia de caza interautonómica válida para cazar en Aragón, así como 

en otras comunidades autónomas, cuando existan los instrumentos jurídicos que lo 

hagan posible, inspirados en el principio de reciprocidad con las comunidades 

autónomas correspondientes (art. 32). 

Con el mismo fin de simplificación administrativa, se elimina la caducidad, por 

transcurso del tiempo de su aplicación, del plan técnico de caza, indicándose que se 

mantendrá su validez siempre que los cambios que se produzcan en el acotado se 

incorporen al plan técnico mediante anejos de actualización de este (art. 37). 

En la presente ley también se ha hecho un especial énfasis en la seguridad durante las 

cacerías, estableciéndose las medidas de seguridad que deberán observarse durante la 

práctica cinegética (art. 45). En particular, en aras de mejorar la seguridad en el 

momento del abatimiento de la pieza, como práctica excepcional se permiten los 

dispositivos para iluminar los blancos en el caso de esperas nocturnas por daños a la 

agricultura. 

Por otro lado, se regulan las prácticas de la cetrería y de la caza con hurones y se 

introducen los criterios de racionalidad y eficacia en los esfuerzos y trabajos que deberá 

llevar a cabo el departamento competente en materia de caza en la lucha contra las 

epizootias de especies cinegéticas y, con el fin de detectar de forma temprana los casos 

de envenenamientos en terrenos cinegéticos, se señala que cualquier persona, y en 

especial los veterinarios, los titulares de aprovechamientos cinegéticos y los guardas de 

dichos terrenos, deberá comunicar con la mayor celeridad posible a los agentes de la 

autoridad la existencia de cebos aparentemente envenenados o de animales 

presuntamente afectados por estos. En la nueva regulación se autoriza que el destino de 

los animales de una granja cinegética pueda ser un matadero, cuestión que no había sido 

tenida en cuenta hasta este momento en las regulaciones anteriores (art. 58). Se 

determina también que los titulares de las granjas cinegéticas tienen la obligación de 

permitir el acceso a estas, así como a la inspección del libro de registro de explotaciones 
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ganaderas, al personal con competencias en materia de caza del Gobierno de Aragón 

que lo requiera en el cumplimiento de sus funciones (art. 58). 

En cuanto al transporte de especies cinegéticas vivas, se indica que solo las piezas de 

caza mayor que se transporten en vivo para su suelta en el medio natural o para su 

incorporación a granjas cinegéticas de la Comunidad Autónoma de Aragón requerirán 

identificación individualizada por un medio permanente. Por otro lado, se señala en qué 

momento deben colocarse los precintos en las piezas de caza mayor abatidas que lo 

requieran. En cuanto a la responsabilidad por daños de especies cinegéticas en la 

agricultura y ganadería y en accidentes de tráfico por atropellos de especies cinegéticas, 

en este nuevo texto se introducen modificaciones destinadas a evitar los problemas 

actuales, estableciéndose un régimen de atribución de la responsabilidad muy detallado 

(arts. 69 y 70). Cabe destacar al respecto la utilidad pública y el interés social de la caza 

derivados de la regulación y el control poblacional de las especies cinegéticas con el 

objeto de disminuir o evitar daños agrícolas, forestales y ganaderos, así como accidentes 

de tráfico producidos por estas. Cabe destacar finalmente que se clarifica la regulación 

sobre las dotaciones de vigilancia de los cotos y de los guardas de caza de los cotos, 

efectuando una regulación clara, detallada y transparente. 

La ley se estructura en once títulos, ciento dos artículos, cuatro disposiciones 

adicionales, once disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y cinco 

disposiciones finales. El título I recoge los principios generales, contemplando la figura 

del cazador y la titularidad cinegética. El título II trata de las especies cinegéticas y de 

las piezas de caza. El título III regula todo lo que atañe a la clasificación de los terrenos 

a efectos de su aprovechamiento cinegético, constitución, modificación, suspensión y 

extinción. El título IV trata de la licencia de caza de Aragón, de las pruebas de aptitud, 

de los permisos y de la educación cinegética. El título V contempla la planificación 

cinegética en Aragón y configura el Plan General de Caza como instrumento anual de 

regulación del ejercicio cinegético en Aragón. El título VI se dedica al ejercicio de la 

caza, estableciendo los requisitos, medios y modalidades de caza. El título VII trata de 

la protección y conservación de las especies de caza. El título VIII regula las granjas 

cinegéticas, y la comercialización, transporte y repoblación de especies cinegéticas. El 

título IX contempla el seguro obligatorio del cazador y regula la responsabilidad por 

daños producidos por especies cinegéticas. El título X se dedica a la administración y 

vigilancia de la caza. Y finalmente, en el título XI se tipifican las infracciones en 
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materia de caza y se establecen las sanciones a aplicar por la comisión de aquellas, 

regulando también el procedimiento sancionador y las competencias de los órganos de 

la Administración autonómica para imponer dichas sanciones. 


